Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, queda abierta la sesión. 
(Es la hora 14 y 42 minutos) 

-Dese cuenta de los asuntos entrados. 

(Se da de los siguientes:) 


“CARPETA N* 926/2007. CONFLICTOS INDIVIDUALES DE TRABAJO. Normas sobre aquellos 
en los que una parte sea una Administración estatal. Proyecto de ley con exposición de motivos de los 
señores Senadores Eber Da Rosa, Francisco Gallinal y Gustavo Penadés. Distribuido N* 1966/2007. 


CARPETA N* 927/2007. AUTO DE PROCESAMIENTO. Plazo para la expresión de los 
fundamentos (artículo 125 del Código del Proceso Penal). Proyecto de ley con exposición de motivos de la 
señora Senadora Margarita Percovich y de los señores Senadores Alberto Breccia, Francisco Gallinal, José 
Korzeniak, Rafael Michelini, Eduardo Ríos y Julio M. Sanguinetti. Distribuido N* 1971/2007. 


CARPETA N* 928/2007. EXPEDIENTE ELECTRÓNICO PARA LOS PROCESOS PROMOVIDOS 
ANTE EL PODER JUDICIAL. Autorización. Proyecto de ley con exposición de motivos de la señora 
Senadora Margarita Percovich y de los señores Senadores Alberto Breccia, Francisco Gallinal, José 
Korzeniak, Rafael Michelini, Eduardo Ríos y Julio M. Sanguinetti. Distribuido N* 1972/2007. 


El doctor Milton Cairoli Martínez, en su calidad de Presidente de la Comisión para la Reforma del 
Código Penal, remite su opinión sobre los delitos de tránsito (CARPETA N* 898/2007, Distribuido N* 
1964/2007) 


-Ya fue repartido con la citación. 


“La Presidencia del Senado remite la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el 
señor Senador Gustavo Lapaz, referidas a la solicitud de designar con el nombre de “Doctor Alberto 
Gallinal Heber' a la Comisión Pro Erradicación de la Vivienda Insalubre Rural. 


Nota de la Presidencia de la Cámara de Senadores que remite la exposición del señor 
Representante Nacional Tabaré Hackenbruch sobre integración de la Junta Departamental de Canelones 
adjuntando informes legales.” 


-El primer punto de los asuntos entrados, “Conflictos Individuales de Trabajo”, será incluido en el 
orden del día de la próxima sesión y corresponde a la derogación de los artículos 341 y 342 de la Ley de 
Rendición de Cuentas. 


Con respecto a la Carpeta 927/2007, Auto de Procesamiento, la Mesa debe comunicar que el 
proyecto de ley ya fue aprobado en Comisión porque teníamos un anteproyecto que había sido enviado 
por la Suprema Corte de Justicia. Por lo tanto, se trata simplemente de modificar la redacción de su único 
artículo; donde dice: “Incorpórase al artículo 125 del Código del Proceso Penal, el siguiente apartado”, 
sustituiríamos “el siguiente apartado” por “el siguiente inciso final”, porque iría como último inciso. Por otra 
parte, el proyecto de ley del expediente electrónico ya fue aprobado. 


Ahora bien, las palabras que nos envía el doctor Cairoli con su opinión sobre los delitos de 
tránsito van a ser repartidas entre los integrantes de la Comisión, y en cuanto a aquellas que nos envía el 
Senado, pronunciadas por el señor Senador Gustavo Lapaz, la Mesa quiere indicar que incluiríamos el 
proyecto de ley correspondiente en el orden del día de una próxima sesión. El tema es que hay un 
proyecto de ley para designar con el nombre de “Alberto Gallinal” a MEVIR. Se había decidido consultar a 
los autores del proyecto acerca de si lo que se proponía era eliminar el nombre MEVIR y poner el de 


“Doctor Alberto Gallinal Heber”, pero la respuesta fue que se llamaría “MEVIR, Movimiento de Erradicación 
de la Vivienda Insalubre Rural - Doctor Alberto Gallinal Heber”. Entonces, lo incluiremos en el orden del día 
de la próxima sesión para que tengan oportunidad de hacer las consultas correspondientes. 


Se pasa a considerar el primer punto del orden del día: Proyecto de ley sobre seguro de 
responsabilidad civil. 


Habíamos aprobado en general el proyecto de ley y quedaban algunos artículos pendientes 
porque era necesario ajustar su redacción. Concretamente, se trata de los artículos 1%, 8%, 16, 19, 22 y 23. 


SEÑOR BRECCIA.- Cumpliendo con el compromiso asumido por mí y ante mí, he traído una sugerencia 
de redacción para los artículos mencionados. A su vez, propongo la modificación de otros artículos como el 
3%, en el que aconsejo la supresión de los literales d) y e) por las razones que explico en los comentarios 
en los cuadros al margen. Luego, traigo una propuesta de modificación de los artículos 6* y 8% en cuanto a 
límites del seguro; del artículo 19, con relación a coberturas especiales; y del 25, relativo al control del 
seguro obligatorio de responsabilidad civil desde los tres años anteriores al trámite que se pretende 
efectuar. 


Todos estos artículos habían recibido observaciones por parte del Banco de Seguros del Estado o 
de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras. 


Debido a que por falta de tiempo no pude hacer llegar estas propuestas a todos los miembros de 
la Comisión, quisiera que la Secretaría les sacara fotocopias rápidamente para luego proceder a su 
explicación con el material en poder de los señores Senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Procédase, entonces, a repartir los aportes que realiza el señor Senador Breccia. 


SEÑOR BRECCIA.- A fin de no perder tiempo -mientras esperamos las fotocopias que por omisión de este 
Senador no fueron aportadas- quiero aclarar que consulté al Banco de Seguros del Estado acerca de los 
límites del seguro establecidos en el artículo 8%. Concretamente, las autoridades de dicha institución 
manifestaron su acuerdo con alguna de las observaciones realizadas por la Asociación Uruguaya de 
Empresas Aseguradoras, pero también indicaron una solución que a nosotros, particularmente, nos pareció 
procedente: realizar un escalonamiento de la cobertura máxima establecida en el mencionado artículo. 


Por nuestra parte, hemos cumplido con esa posición porque realmente nos pareció muy 
razonable en la medida en que el escalonamiento de los límites máximos de la cobertura va acompañando 
la posibilidad de fiscalización cada vez más rigurosa por parte de las autoridades correspondientes. En la 
medida en que haya más fiscalización, más control y menor cantidad de vehículos que se estén escapando 
de la obligatoriedad del seguro, podemos permitirnos una cobertura mayor. 


El escalonamiento se realiza a lo largo de los tres primeros años de vigencia de la ley. Si no 
recuerdo mal, los límites que establecí en ese documento que seguidamente todos tendremos en nuestro 
poder son los siguientes: en el primer año, 150.000 Unidades Indexadas; en el segundo año, 200.000 
Unidades Indexadas, mientras que en el tercer año ya se pasa a la cobertura prevista aquí, de 250.000 
Unidades Indexadas. 


En el mismo sentido, el artículo 19, referido a las “coberturas especiales”, también generaba 
algunos reparos. La disposición alude, resumidamente, a aquellos casos de daños ocasionados a partir de 
accidentes en los cuales participen vehículos que no estén asegurados por este seguro obligatorio de 
responsabilidad civil, donde la pregunta natural que surge es quién cubre este seguro. En este sentido, la 
Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras había sugerido la creación de un Fondo de 
Indemnización de Coberturas Especiales, administrado por la UNASEV, de reciente creación, estableciendo 
que dicho Fondo estaría cubierto con los recursos provenientes de: el 20% del impuesto sobre las primas 
de la rama de automóviles, las multas percibidas en virtud de las sanciones a que refiere la presente ley y, 
subsidiariamente, la contribución del Estado. 


Por nuestra parte, también en este caso efectuamos las consultas correspondientes y se nos 
manifestó que ese impuesto sobre las primas de la rama de automóviles es un tributo de inminente 
derogación. Entonces, habiendo quedado reducido el tema de la posible financiación del Fondo -siempre 
en caso de que la idea se aceptara- a las multas y a la contribución del Estado, entendimos pertinente 
crear un mecanismo similar al que acabamos de explicar para el caso de los límites máximos de la 
cobertura. Estamos hablando, pues, de establecer efectivamente la creación de este Fondo de 
Indemnización de Coberturas Especiales, administrado por la UNASEV, pero partiendo de la base de que, 
durante el primer año de vigencia de la ley, se hará cargo, en aquellos casos de coberturas especiales -es 
decir, cuando el vehículo interviniente en un accidente del cual resulte daño para terceros no esté 
asegurado- de las dos terceras partes del monto que haya que indemnizar; en el segundo año de vigencia 
de la ley, se hará cargo de la tercera parte y, en el tercer año, el monto total de las sumas a abonar sería 
cubierto por el mecanismo que estaba previsto en la ley, esto es, la distribución aleatoria. Cabe acotar que, 
en todo caso, esa distribución no es tan aleatoria, pues en realidad se toman una serie de parámetros entre 
las diferentes empresas aseguradoras. 


En definitiva, estas son las modificaciones sustanciales que me he permitido introducir en el 
proyecto de ley y que, por supuesto, estoy sometiendo a la consideración y eventual aprobación de la 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En cuanto al artículo 8%, quiero recordar a la Comisión que había realizado un 
cuestionamiento y que no me parece mal la escala puesto que se trataría de un período de transición de 
tres años, hasta establecer un límite de 250.000 Unidades Indexadas. Además, había cuestionado el último 
inciso, ya que no me parece correcto porque en el caso de un accidente en el que el número de 
accidentados fuera importante, como sigue habiendo un tope de 250.000 Unidades Indexadas, las 
indemnizaciones terminarían siendo prácticamente irrisorias. En estos casos, si bien no pretendo que se 
dupliquen los montos, creo que debería preverse un mecanismo que permitiera ampliar de alguna manera 
la cobertura. 


Respecto al artículo 19, debo reconocer que no termino de entender cuál es su objetivo. En 
definitiva, toda persona que sea víctima de un accidente provocado por un vehículo tiene derecho a una 
indemnización -esté o no asegurado el vehículo- que se pagará de un fondo que se crea y que recibirá el 
aporte de lo que se recauda anualmente por concepto de seguros. Tengo entendido que esta figura hoy en 
día no existe. 


Por otro lado, este artículo, en su apartado A), refiere a un vehículo no identificado y ante esto 
aclaro que primero habría que definir qué se entiende por vehículo y luego qué se quiere decir con “no 
identificado”. De otro modo, la cobertura obligatoria terminaría asegurando todo tipo de accidentes, con 
cargo a un fondo determinado. Reitero que no termino de entender el alcance de este artículo y no sé cuál 
es la postura del Derecho comparado en esta materia. 


En relación al apartado B), que habla de un vehículo carente de seguro obligatorio, la situación es 
más clara aunque, de todos modos, no puede decirse “carente de seguro obligatorio”, dado que 
estaríamos ante una contradicción porque si es obligatorio no puede carecerse de él. En todo caso, habrá 
que decir “carente de seguro”. 


En el apartado C) se hace referencia a “un vehículo hurtado u obtenido con violencia”. En lo 
personal, creo que si dicho vehículo está amparado por un seguro de responsabilidad civil, estará cubierto, 
por lo que tampoco puede utilizarse como ejemplo. Sinceramente, no queda claro el objetivo que se 
persigue con este artículo y los motivos por los cuales el fondo que se crea debería hacerse responsable 
de una indemnización de esas características. Quizás este sea un elemento que se ha utilizado en el 
Derecho comparado y ha dado éxito, pero no encuentro la justificación para esto dado que, de alguna 
manera, hasta se transforma en un aliciente para no estar asegurado. 


SEÑOR BRECCIA.- Con respecto al primer asunto que mencionaba el señor Presidente, relativo al límite 
del seguro en el caso de que se produzca un accidente en el que resultan varios damnificados, debo decir 
que es una problemática que se plantea hoy en día con los seguros de responsabilidad civil. Estos seguros, 
aunque dependen de la prima que se pague, se ubican en el entorno de los US$ 150.000 y, obviamente, 


puede darse el caso de un accidente  -me refiero a los vehículos particulares- en el que resulten una 
cantidad de personas fallecidas como consecuencia de una actitud culpable del titular del seguro, por lo 
que dicho seguro no alcanzará para cubrir totalmente el daño. Actualmente, si de un accidente resulta una 
gran cantidad de lesionados, el seguro de responsabilidad civil que cubre hasta un tope de US$ 150.000 se 
repartirá a prorrata entre los damnificados. Es decir que este seguro funcionaría exactamente igual. ¿Por 
qué se establece esto? Porque, en definitiva, de lo que se trata es de no dejar abierta la puerta y que se 
diga que se estableció por cada damnificado. Reitera lo que hoy es el Derecho aplicable a los seguros de 
responsabilidad civil comunes y corrientes. Ahora bien; ¿por qué no se puede hacer esa escala de valores 
dependiendo de cuántos sean los fallecidos? Por el hecho de que tendríamos un seguro imposible de 
cuantificar en cuanto a sus primas, y al igual que cuando se contrata un seguro es hasta determinado 
límite, el seguro obligatorio también debe tenerlo, porque de lo contrario se contrataría un seguro hasta un 
límite equis si fallece una persona y después se multiplicaría por dos, tres o cuatro, según el caso; pero ese 
sería otro tipo de seguro. 


El seguro obligatorio no tiene otra forma de funcionar, es decir que si en un mismo accidente hay 
varios damnificados, se reparte a prorrata, pero se aplican los principios que rigen en el Derecho Civil. Esto 
es en cuanto al tema del límite del seguro que el señor Presidente planteaba respecto al artículo 8*. 


Con relación al tema de las coberturas especiales, estamos tratando de prever que a través de 
este mecanismo legal no existan -como hasta la fecha- accidentes que no tengan cobertura. El espíritu de 
la ley es clarísimo en el sentido de, por lo menos, otorgar una cobertura mínima en cualquier caso de 
accidente. Si dejamos excluidos estos seguros, obviamente vamos a tener un porcentaje de damnificados 
que no van a cobrar un peso, es decir que no vamos a estar cumpliendo con la profunda finalidad social de 
este proyecto. 


Los casos previstos son los lógicos en esta situación: un vehículo no identificado; un vehículo 
que enviste y se da a la fuga; un vehículo carente de seguro y, en ese sentido, es correcta la apreciación 
del señor Senador en cuanto a que, en ese caso, sería carente de seguro y no de seguro obligatorio, y lo 
que se quiso establecer fue “carente del seguro obligatorio establecido por este proyecto de ley”. El caso 
de un vehículo hurtado u obtenido con violencia genera, es la situación que se ha planteado reiteradamente 
en cuanto al tema de la guarda de esos vehículos. Muchas veces las compañías aseguradoras se eximen, 
o pretenden eximirse de responsabilidad, alegando que la guarda del vehículo fue perdida 
irresponsablemente por el titular, etcétera, y no procede al pago del seguro correspondiente. Por lo tanto, 
se está tratando de acotar al mínimo la posibilidad de que en caso de resultar alguien damnificado por un 
accidente no aparezca, por lo menos, una cobertura mínima. Seamos claros: acá se está hablando de una 
cobertura mínima de US$ 10.000 en el primer año, US$ 12.000 o US$ 13.000 en el segundo, y US$ 15.000 
o US$ 16.000 en el tercer año. Una cobertura mínima da para enfrentar, por lo menos, esa terrible situación 
que se vive, sobre todo en los casos de fallecimiento o de incapacidad permanente. 


SEÑOR ABREU.- Los aportes que se han hecho no son sólo para profundizar, sino para estudiar. 


El artículo 8%, cuando está facilitando el escalonamiento, obviamente, de alguna manera, está 
buscando una forma de laudar entre los máximos manejados en el proyecto original y en las modificaciones 
sugeridas por la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras. 


Me queda una duda que quisiera que se me aclarara. Más allá de esta norma, parecería que 
actualmente existe discriminación -hasta desde el punto de vista humano- respecto a quién es el lesionado. 
Parecería que “más vale morir solo que acompañado”, porque en el caso de morir en un accidente de 
transporte con varias personas, los familiares o los beneficiarios del seguro -por el hecho de ir en forma 
colectiva- tendrán un tratamiento diferente del pobre que muere solo en un accidente de ómnibus en el que 
no van más pasajeros. Me parece una discriminación de la ley actual, porque el tema no está vinculado a 
la responsabilidad o a la forma en que se vincula un determinado hecho dañoso para una persona, sino al 
número de personas fallecidas que se produce en un accidente, que nada tiene que ver con los derechos 
que a cada uno le puedan corresponder. Me gustaría que pudiéramos rescatar el hecho de que las 
circunstancias ajenas a la voluntad del damnificado puedan terminar perjudicando a las familias y, en 
particular, a los que tienen derecho a ser indemnizados. Sé que acá hay intereses muy importantes. No 
podemos olvidar que, incluso, detrás de todo esto hay empresas de transporte que están tratando de 
buscar una limitación a estas indemnizaciones, más allá de todo el juego de los seguros cruzados. En 


realidad, esto me parece muy legítimo, pero creo que al ciudadano común no se le puede plantear la 
diferencia entre si muere solo o acompañado, o si se lesiona en forma permanente. Me parece que esto 
está definido en forma arbitraria por parte de la actual legislación, que discrimina sin fundamento o, en todo 
caso, sigue un fundamento económico que no creo que sea compartible. Al recoger esto en una ley parece 
que estaríamos admitiendo que hay ciudadanos de primera y segunda categoría: los que mueren solos o 
los que lo hacen en compañía de otros. Considero que habría que buscar una fórmula para rectificar este 
tema. 


En cuanto a la otra modificación que plantea el señor Senador Breccia respecto del artículo 19, 
quiero decir que comparto la idea de que hay que ir buscando la forma de reducir las excepciones para que 
la cobertura sea la máxima posible. La casuística no es lo más aconsejable cuando uno está manejando 
estos temas, pero es cierto que cuando se hace referencia al vehículo, también hay que tener en cuenta 
otro concepto que quizás es en parte rehén del modernismo. El artículo 1* se refiere al vehículo automotor. 
Una moto no es lo mismo que una bicicleta; basta con que el vehículo cuente con un motorcito para que 
pueda embestir a una persona y alguien pueda reclamar por el daño o la muerte. Si no tiene motorcito, no 
hay seguro obligatorio. Este también es un elemento de discriminación. Creo que es importante, incluso, 
definir al vehículo, porque a esta altura hay una cantidad que no necesariamente pueden ser categorizados 
dentro del concepto de automotores. Sin perjuicio de ello, es loable el esfuerzo que se hace. Cuando 
recibimos a las compañías aseguradoras para referirse al proyecto original, nos decían que el prorrateo 
que se iba a hacer notoriamente las podía perjudicar. Lo que plantea el señor Senador Breccia es 
razonable en cuanto a determinados escalonamientos, fijando un tercio, dos tercios, etcétera. La duda que 
tengo es si realmente hay un cálculo detrás de esto; me refiero a cuál sería, eventualmente, el aporte 
subsidiario del Estado en estos temas, porque puede tratarse de sumas importantes, más allá de que 
incluso filosóficamente el Estado debe funcionar como regulador y garante social de distintos aspectos de 
la vida de la sociedad. 


En síntesis, tengo esa duda y por eso planteo estos aspectos para que podamos reflexionar 
sobre ellos. 


SEÑOR MOREIRA.- Tengo las mismas dudas que plantea el señor Senador. No he visto cifras que nos 
puedan llevar a la conclusión de que esto no va a afectar el monto de las primas. Tengo la preocupación de 
que la fiscalización que se va a llevar a cabo no sea lo suficientemente rigurosa. En el interior hay un 
montón de vehículos que no están asegurados. Normalmente, quienes aseguran en las ciudades lo hacen 
no sólo por la responsabilidad frente a terceros, sino por la posibilidad de tener accidentes o de que los 
vehículos sean hurtados, y esto es mucho menos frecuente o casi inexistente en vastos lugares del interior 
que tienen una realidad muy diferente respecto de Montevideo. Estoy seguro de que imponer esta 
obligatoriedad no va a ser tarea fácil, así como tampoco lo será su fiscalización. Si extendemos esto para 
los casos de accidentes con lesionados múltiples, veremos que puede llegar a encarecerse mucho y a 
incidir negativamente en el costo de la prima, porque después esto se va a reflejar en el costo de los 
seguros. Esto es lo mismo que ocurre con la reforma tributaria, que después se traslada a los 
consumidores. Eso es inexorablemente así en un mercado que está abierto a la libre competencia. Me 
temo que la realidad va a superar esas previsiones y que a pesar de los esfuerzos que se hagan, creo que 
esto puede llegar a traducirse en un incremento de las primas; teniendo en cuenta lo que hoy cuesta 
mantener un auto en el Uruguay, va a ser muy difícil para mucha gente afrontar esto, por lo que optará por 
no asegurar. Después, el costo se dividirá entre menos gente y lo pagaremos entre todos los que tenemos 
seguro. 


El caso de las empresas de transporte colectivo de pasajeros es distinto porque es obligatorio 
tener seguro para circular. Puede ocurrir que alguna empresa no cumpla pero, en realidad, deben tener 
pólizas que aseguren a los pasajeros por montos determinados y existen reglamentaciones a ese respecto. 
Creo que la misma obligación rige para los taxímetros y remises. Se trata de normas municipales y, en 
algunos casos, del Ministerio de Transporte y Obras Públicas, para otorgar los permisos. 


Entonces, desde mi punto de vista esto refiere más al caso de los particulares. Ahora bien, no he 
visto las cifras que se manejan. De las manifestaciones de los aseguradores privados surge que, por 
ejemplo, en Argentina, la cobertura de los seguros no llega al 50%. Por eso me gustaría saber qué 
incidencia va a tener esto en el monto de las primas. Considero que al margen de que podamos imaginar la 
mejor de las soluciones, en la medida en que extendamos el sistema a más personas, sin limitación, esto 


va a incidir negativamente en el monto de las primas. Por algo hace tantos años que estos proyectos 
terminan sin prosperar. Conociendo la realidad del Uruguay, temo que no va a ser nada fácil fiscalizar esto 
y que la gente cumpla, por lo que creo que al final va a suceder que las aseguradoras trasladen el costo al 
precio de las primas. 


SEÑOR BRECCIA.- Me gustaría aclarar algunas dudas que surgen y que, desde mi punto de vista, en 
realidad no son reparos al proyecto de ley. 


En primer lugar, estimo que no hay muertos de primera y segunda categoría, como señalaba el 
señor Senador Abreu. El tema es que la prorrata de las indemnizaciones es algo absolutamente inevitable 
en la lógica de los seguros. Ni siquiera en los seguros contratados por vehículos de transporte colectivo, 
que aseguran por pasajero -razón por la cual se exige que viajen cuarenta personas sentadas y otra 
cantidad de personas paradas- podemos evitar que en algunas circunstancias se produzca la prorrata. Digo 
esto porque si ese vehículo de transporte colectivo de pasajeros ocasiona la muerte, no de los sesenta 
asegurados que tiene, sino de ochenta, sin duda todos van a ir contra el seguro y se va a prorratear. 
Quiere decir que la lógica de la prorrata es inevitable, y es por eso que señalo que este proyecto de ley no 
hace más que reflejar un principio general del Derecho Civil; no hay forma de salirse de esa situación. 


Por otra parte, además de que se trata de una lógica inevitable, está el tema que señalaba muy 
correctamente el señor Senador Moreira. Si nosotros nos ponemos a vulnerar los topes establecidos en 
casos de accidentes, llamémosle, “plurisubjetivos” -es decir, cuando hay más muertes de las que nos 
podemos imaginar- el precio de las primas es indeterminable. Habría que contratar seguro obligatorio para 
el caso de fallecimiento de una, dos, tres, cuatro, cinco o cien personas. El mecanismo normal de los 
seguros no funciona de esa forma. 


En cuanto a la definición de vehículo automotor que señalaba el señor Senador Abreu, quiero 
expresar que viene en todos los proyectos de ley que antecedieron a éste. Por ejemplo, esto es 
exactamente igual en un proyecto de ley elaborado por el señor Senador Heber, que figura en los 
antecedentes de esta iniciativa. 


En cuanto a la estimación de los costos, quiero aclarar que atento a la modificación del artículo 
19 y a que reparé en que había un costo por el aporte subsidiario del Estado, razón por la que debía existir 
una intervención del Ministerio de Economía y Finanzas, en el día de ayer envié el material a dicha Cartera. 
De todas maneras, en una conversación previa al envío del material, donde explicaba la situación a la 
gente del Ministerio, se mostraban afín a esta solución. Aquí se trata de lo siguiente. La cantidad de 
accidentes anuales se conoce porque hay una estadística. Entonces, vamos a suponer que a partir de la 
implantación del seguro obligatorio, en el primer año va a haber un 30% -actualmente es el 50%- 
de esos accidentes que no van a estar cubiertos. Para no entrar en la gradación de las indemnizaciones 
que se supone que surgen en el caso de lesiones, vayamos al tope, es decir, a calcular de ese 30%, 
cuántas son las muertes. Entonces, si hay seiscientas muertes por año, ciento ochenta no están 
aseguradas; es decir que habría que multiplicar esa cifra por US$ 10.000 el primer año. No es un costo que 
“prima facie” aparezca como demasiado oneroso, sobre todo cuando -hago hincapié en este punto porque 
me preocupa seriamente- estamos hablando de un problema social gravísimo, de gente que queda 
incapacitada o de familias que pierden su principal sustento y quedan en la calle; muchas veces ni siquiera 
tienen para pagar las cosas más elementales o alguna pequeña deuda que haya dejado el difunto. Es 
cierto que de esta forma no solucionamos totalmente el problema pero, por lo menos, paliamos la situación. 


El señor Senador Moreira decía que las empresas de transporte colectivo tienen un seguro 
obligatorio para circular, y esto es exactamente igual a lo que se está estableciendo aquí para vehículos 
particulares. Obviamente, la fiscalización va a ser más dificultosa, porque los vehículos de transporte 
colectivo, como integran una empresa, están fiscalizados por el Banco de Previsión Social, la DGl y el 
Banco de Seguros, entre otros, lo que no ocurre en el caso de los vehículos particulares. Pero las patentes 
se fiscalizan, y la realidad es que mucha gente no se escapa. De manera que en este caso podría haber un 
mecanismo de fiscalización parecido al de las patentes, y estoy seguro de que sería igualmente efectivo. 
Por lo tanto, creo que a nadie le preocupa el tema de la fiscalización porque, además, en la medida en que 
la no contratación del seguro implique multas, obviamente el Estado va a fiscalizar. 


En definitiva, considero que de la implementación de este seguro obligatorio se derivan beneficios 
realmente importantes. Por consiguiente, creo que deberíamos dejar de lado las observaciones que se han 
planteado -que, además, me parecen infundadas- porque estamos ante un proyecto de ley de tremenda 
trascendencia social. 


SEÑOR ABREU.- El artículo 1 del proyecto establece, como objetivo principal, la creación de un seguro 
que cubra los daños que sufran terceras personas. Basta que quien sufra un daño en un accidente de un 
vehículo automotor sea considerado como tercera persona para que esté cubierto por un seguro. Ahora 
bien, el instrumento es el seguro obligatorio y el riesgo es que las primas suban enormemente. Los 
representantes del Banco de Seguros, de las empresas de transporte, etcétera, han manejado aquí 
argumentos económicos. Pero el objetivo principal de la ley es proteger los derechos del ciudadano que 
queda desvalido. Ahora se dice que si hay ciudadanos que son víctimas en un accidente colectivo, no 
estarían totalmente cubiertos. Pero sufrir un accidente colectivo no es una voluntad del ciudadano, sino una 
circunstancia de carácter fáctico completamente ajena. Entonces, si el motivo de la ley es cubrir los daños 
que sufran terceras personas, ¿qué responsabilidad tiene una tercera persona que sufre un daño terrible, 
como por ejemplo los que se derivan de la situación que describe con mucha razón el señor Senador 
Breccia? En este caso, ese ciudadano va a tener un límite en su cobertura, porque se va a prorratear con el 
resto de los involucrados en el accidente. Es decir que si muere solo, tal vez se puedan pagar las deudas 
de la familia, pero si muere acompañado, quizás no se pueda o no se llegue. 


Comprendo que hay un problema de carácter financiero con respecto a las primas y a las 
diferentes formas de cobrarlas, pero creo que lo lógico es ver los números y analizar la posibilidad de que 
el Estado ejerza una acción subsidiaria para compensar esa asimetría de tratamiento de los derechos 
humanos de los ciudadanos, a quienes, en este proyecto de ley, se clasifica arbitrariamente en función de 
la circunstancia casual de participar o no en un accidente de carácter colectivo. 


SEÑORA PERCOVICH.- La realidad es que este proyecto, si se convirtiera en ley, daría una base de 
seguridad, porque todas las víctimas tendrían algún resguardo de seguro, cosa que hoy no sucede. Pero, 
más allá de eso, ¿hay algún impedimento legal para que se pueda iniciar un juicio por parte de cada una de 
las personas? 


SEÑOR ABREU.- No lo hay señora Senadora; ese es otro tema. 


SEÑORA PERCOVICH.- Por eso digo, entonces, que esto es una base mínima de obligaciones para las 
empresas, para el Estado, etcétera, y más allá de ello se puede litigar. 


SEÑOR KORZENIAK.- Voy a referirme a dos puntos. 


En primer lugar, con respecto al tema de las primas, los señores Senadores recordarán que las 
autoridades del Banco de Seguros concurrieron en dos oportunidades a esta Comisión. En la primera de 
ellas se les planteó concretamente si las primas no subirían demasiado con una ley de esta naturaleza, que 
incluyera estos u otros detalles. La respuesta fue que si los controles funcionaban bien, en promedio no 
aumentarían demasiado, pero que se iban a tomar el tiempo necesario para traernos más elementos, los 
que, por otra parte, ya nos han enviado. Luego, en la segunda visita manifestaron que el de las primas no 
era un tema preocupante. Con relación a los controles, quien habla les preguntó si había algún 
inconveniente en que se creara un registro nacional de vehículos, recogiendo las patentes y todos los 
elementos que pudieran aportar, tanto la policía como otras instituciones, a lo que respondieron que con 
tiempo eso se podría instrumentar. De todos modos, estos temas son subsanables. 


Ahora bien, en cuanto al punto de los “pluridamnificados” planteado por el señor Senador Abreu, 
debo decir que la solución ortodoxa en materia de seguros es la que mencionó el señor Senador Breccia; 
acá y en cualquier parte del mundo no hay otra, porque el contrato de seguros habitualmente fija una prima 
-que tiene una indemnización establecida por un monto determinado- pero no establece un escalonamiento 
persona por persona damnificada. No obstante, con ánimo de encontrar una solución consensuada -a cuyo 
respecto habría que hacer consultas- pregunto si en el artículo mencionado no se podría dejar esa regla 
general de la distribución prorrateada, pero estableciendo que regirá siempre que haya “pluridamnificados” 
y que, por ejemplo -aclaro que es un caso que estoy inventando- cuando los damnificados son hasta cuatro 


o cinco, rige el monto máximo previsto, pero cuando son cinco o más, el monto máximo aumenta. Reitero 
que mi intención es encontrar una solución de consenso por la cual se pueda subir el monto y se siga 
aplicando la regla del prorrateo, pero sobre un monto total mayor; no me animo a decir cuál sería el efecto 
sobre las primas, pues habría que consultar a quienes hacen los cálculos actuariales, que son las 
empresas de seguros. 


Estos son los temas que quería abordar. Por un lado, se debe pensar en la posibilidad, no de 
contemplar persona por persona o número por número, pero sí de establecer un límite, que podría ser en 
forma arbitraria: menos de cinco y más de cinco. Al mismo tiempo, cuando fuera más de cinco debería 
dejarse la misma regla, pero aumentando el monto máximo que se va a prorratear. 


SEÑOR MOREIRA.- Siguiendo la misma línea de preocupación del señor Senador Abreu y en función de 
lo que se está conversando, quiero decir que no debemos olvidar que en los seguros convencionales 
estamos en presencia de un acuerdo de voluntades que se pacta entre una empresa aseguradora y una 
persona física, quien manifiesta que quiere una cobertura hasta equis pesos. Normalmente, va a responder 
a una situación económica o de responsabilidad ulterior, por si no alcanza el seguro, la que podrá cubrir 
cuando haya muertes múltiples. Vale decir que cuando se llegue al tope del seguro, le van a reclamar, por 
el Derecho común el excedente de los daños y perjuicios que correspondan. 


Ahora bien, aquí nos vamos a encontrar con situaciones en las que dentro de un régimen general 
no hay acuerdo de voluntades, sino que estamos imponiendo un seguro obligatorio para cubrir situaciones 
en las que se presume que quien causa el daño es una persona con poca solvencia económica. 


En nuestro país, el que tiene algún peso, contrata un seguro; muchos de los que circulan sin 
seguro no tienen posibilidades económicas y pueden ser objeto de una acción civil, pero seguramente no 
les van a sacar nada. Pienso que debemos contemplar lo que señala el señor Senador Abreu, estimando si 
las cifras son suficientes. No sé lo que se paga en el caso de accidentes con múltiples víctimas; no 
conozco las estadísticas, pero tal vez no sean cifras tan elevadas. 


SEÑOR ABREU.- Quisiera poner un ejemplo. No se trata de una interpretación caprichosa. Pongamos el 
caso de un accidente en el que el o los damnificados no estén ligados con un contrato de seguro ni con un 
límite como, por ejemplo, en el caso de un vehículo automotor que atropella a veinte personas que estaban 
esperando el ómnibus en una parada y se les dice que todos están limitados, porque sufrieron un daño 
colectivo. 


Comprendo el esfuerzo del señor Senador Korzeniak por tratar de que los números cierren, pero 
hay un tema de concepto. Tendríamos que ver si estos casos -que no son acontecimientos que ocurran 
comúnmente- no están medidos por un criterio económico y si no estamos diferenciando los derechos de 
los ciudadanos en forma discriminatoria. 


SEÑOR BRECCIA.- No sé si no he sido suficientemente claro, pero quisiera reiterar que el límite y la 
prorrata, esencialmente, están en todos los seguros. Si tengo un vehículo convencional como el que 
mencionaba el señor Senador Moreira, el seguro cubre hasta US$ 150.000, pero si tengo la desgracia de 
atropellar a quince liceales de 16, 17 ó 18 años de buena familia y con un porvenir brillante, me van a 
reclamar una indemnización de US$ 2:000.000. El seguro se va a prorratear y, obviamente, después van a 
accionar contra mí para averiguar si tengo algo en mi patrimonio, a fin de cobrar el saldo. Eso es inevitable 
en la mecánica de los seguros. 


Creo que no tenemos que poner como objeción para la aprobación de este proyecto de ley el 
hecho de que se pueda prorratear o que se haga arbitrariamente porque no es así y, si lo es, en todo caso 
constituye una nota de arbitrariedad de la que están informados todos los seguros; no hay ningún seguro 
en el mundo que no lo esté. El Titanic, por ejemplo, debía tener un seguro que cubriera la muerte de un 
pasajero, o estaría asegurado colectivamente por US$ 100:000.000, pero murieron 2.500 personas. Si 
le reclamaron a la compañía, no les quepa la menor duda de que tuvieron que prorratear, porque no hay 
forma de cubrir una eventualidad como esa. Lo que expresaba la señora Senadora Percovich es 
absolutamente correcto: estamos propendiendo a una cobertura mínima, a dar una especie de consuelo. 
La persona que tenga -aquí se llega a ser discriminatorio, pero eso también está en la esencia de la cosa- 


un seguro convencional hasta US$ 150.000 tal vez cubra todo, pero la que posea un seguro obligatorio no 
lo cubre. Es posible que los deudos de alguien que haya sido atropellado, en la soledad de su pesar se 
pregunten por qué no fue embestido por un conductor que tuviera un seguro convencional y no por uno con 
seguro obligatorio; eso es inevitable. Aquí estamos tratando de establecer un mínimo. 


Actualmente sucede algo dramático, porque la opción no es entre un asegurado con un seguro 
convencional al que se le pueda cobrar lo que vale la vida -que, en realidad, es incalculable- o, por lo 
menos, lo que los parámetros judiciales establecen, y las personas que circulan sin seguro -que 
constituyen el 50% del parque automotor- a quienes los deudos no les pueden cobrar ni un peso. Ante la 
eventualidad de que se produzca un accidente con muchos lesionados y fallecidos y haya que prorratear, 
me parece más conveniente que el proyecto de ley quede tal cual está, porque la otra alternativa sí que es 
dramática. De todas maneras, solicité al Ministerio de Economía y Finanzas que hiciera un informe sobre 
estos números. Me parece que aquí se han vertido los argumentos del caso, pero quizás podamos darnos 
una semana de reflexión para que, inclusive, los demás colegas reciban o realicen las subenmiendas 
correspondientes a estos artículos. Luego volveríamos a discutir el tema en una próxima sesión de la 
Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que hay una diferencia entre el seguro convencional y el seguro obligatorio, 
porque en el primero se pacta el monto máximo de cobertura y en función de eso se fija el monto de la 
prima, el valor del seguro. En este caso, no estamos fijando una cobertura mínima sino una máxima, que 
surge de la propia ley, y en función de esa cobertura nos vemos en la necesidad de buscar alguna variante 
para los casos en que se produce una pluralidad de accidentados. Sin perjuicio de ello, creo que es válido 
hacer algunas consultas y no sé si no tendremos necesidad de hacer una segunda ronda con los 
especialistas en esta materia, ya sea con el Banco de Seguros del Estado, con la Asociación Uruguaya de 
Empresas Aseguradoras o con otras entidades. 


A todos nos preocupa enormemente que como consecuencia de la ley se aumente el valor 
promedio del seguro por responsabilidad civil; en todo caso, tendríamos que asegurarnos de que bajara o 
que siguiera en el mismo valor durante el período de transición. Al mismo tiempo, agregaría otro elemento 
que no estaba en discusión cuando recibimos a las aseguradoras y al Banco de Seguros del Estado. 
Tenemos que prever que tampoco aumente la póliza del seguro contra todo riesgo, porque estaríamos 
haciendo mucho daño si subsidiamos el seguro contra terceros con el seguro contra todo riesgo. Este es 
un dato que no tenemos y que nos estaría faltando. 


Entonces, podríamos pasar la consideración de este tema para una próxima sesión y en ese 
ínterin pensar si convocamos nuevamente a quienes ya nos visitaron o si evacuamos las dudas aquí y 
aprobamos el proyecto de ley. Creo que la intención de todos es aprobar esta iniciativa que, inclusive, ya 
fue votada en general. De modo que está fuera de discusión la necesidad de tener una ley sobre esta 
materia. Me parece que tenemos que asegurarnos de que esto no signifique una alteración en más de los 
valores del seguro contra terceros y del seguro contra todo riesgo. 


SEÑOR BRECCIA.- Tengo una duda de orden puntual y otra que refiere a la mecánica de trabajo que 
estaba planteando el señor Presidente. 


Con respecto al tema puntual, no incluí el artículo 1% dentro de las modificaciones sugeridas, 
porque parto de la base de aceptar una modificación propuesta por la Asociación Uruguaya de Empresas 
Aseguradoras: donde dice “vehículos automotores”, debería decir “vehículos automotores y acoplados 
remolcados”; asimismo, en el inciso segundo debería decir: “Prohíbese la circulación de vehículos 
automotores y acoplados remolcados”, etcétera. Esta era la última de las modificaciones sugeridas que 
quería dejar formulada en la Comisión. 


En cuanto a la consideración de carácter general que anuncié que iba a hacer, quiero decir lo 
siguiente. No quiero agraviar de ninguna manera al señor Presidente de la Comisión porque sé que está 
tan interesado como nosotros en la aprobación de este proyecto de ley, pero creo que esta iniciativa ha 
sufrido una especie de maldición, porque después de tres o cuatro intentos nunca logró ser aprobada, a 
pesar de que es relativamente sencilla, que no presenta dificultades técnicas importantes y con respecto a 
la cual todas las aseguradoras que han venido a la Comisión -como sucedió en otras oportunidades 


respecto a otras Comisiones integradas de diferente manera- han reconocido que los costos son 
alcanzables, son razonables; asimismo, saben que van a incorporar un mercado cautivo brutal en esta 
situación. Sin embargo, no sé por qué van tres o cuatro intentos de aprobar proyectos prácticamente 
idénticos a este, que no prosperan. Entonces, debo manifestar mi frontal oposición a realizar otra ronda de 
consultas. Creo que la situación es clara y que varias de las observaciones realizadas por las entidades 
consultadas -que son las especialistas en la materia- han sido recogidas, y estimo -modestia aparte- que 
las soluciones que hemos proporcionado son inteligentes y funcionales al sistema. Por lo tanto, creo reflejar 
la opinión de la Bancada oficialista cuando digo que estamos dispuestos a aprobar esta iniciativa 
rápidamente, si no la semana que viene, la otra, pero no queremos esperar más porque tememos que se 
produzca el mismo efecto que se ha producido en reiteradas oportunidades y termine no aprobándose, 
manteniendo vigencia así un problema que sí es dramático. 


Gracias. 
SEÑOR SANGUINETTI.- En primer lugar, creo que esta ley es necesaria y útil. 


En segundo término, de acuerdo con el cálculo realizado -tenemos los números aquí, en nuestro 
poder- los costos ascendían a unos US$ 196, y si se llegaba a 600.000, bajaban a US$ 98, es decir, una 
cifra aproximada a los US$ 100, lo que no parece exorbitante. 


En tercer lugar, también es cierto que esta no es la solución global, definitiva y totalmente 
satisfactoria del tema de riesgo de accidentes; digamos que es un paso adelante en la situación actual. Lo 
que sí me parece razonable es hacer la pregunta -que se puede hacer rápidamente- acerca de qué 
significa esto en términos de los costos de las demás primas, es decir, del seguro general o de cobertura 
amplia, como se señalaba recién. Entendemos que esa pregunta puede ser formulada al Banco de 
Seguros y a la otra entidad para que la contesten para este fin de semana. No es algo tan 
espectacularmente difícil. Han manejado unas cuantas cifras y, cuando llegaron la primera vez, no tenían 
prácticamente nada; el proyecto de ley, por lo menos, ha tenido el mérito de que se enfrentaran más a la 
situación. La duda que se plantea me parece razonable, porque no podemos hacer una enmienda que sea 
peor que el soneto. De todas maneras, pienso que esa consulta se podría hacer rápidamente, llamarlos, 
informarles acerca de lo que tenemos sobre la mesa y solicitarles una respuesta a esas dos cuestiones 
para el próximo lunes. Creo que no es algo que provoque una demora, porque a esta altura estamos 
atendiendo a un punto muy específico. Somos conscientes de que esta no es la solución mágica, sabemos 
que es limitada -por lo demás, ellos ya tienen una idea de costo- y tenemos un par de dudas técnicas. 


Con respecto a lo que señala el señor Senador Abreu, diría que es una resultancia de la vida. Si 
alguien muere, no es lo mismo el hijo único que el hijo de una numerosa prole. ¡Qué le vamos a hacer! Son 
situaciones de la vida, y lo mismo puede ocurrir en lo que a esto refiere. Es algo accidental. De cómo 
resolverlo, no me doy cuenta. Tengo mucho miedo de las soluciones casuísticas, como la que procuraba el 
señor Senador Korzeniak con el mejor de los propósitos. Pero entonces me pongo muy dubitativo, porque 
uno no sabe en qué terminan esas escalas y al final pueden resultar más arbitrarias que lo anterior. 


En consecuencia, sugeriría que el señor Presidente de la Comisión llamara al señor Presidente 
del Banco de Seguros y a los representantes de esta otra entidad y les dijera que precisamos respuestas a 
estas preguntas, así como que les enviara lo que hoy tenemos, y esperáramos la contestación. No creo 
que para la Bancada de Gobierno esto implique una demora que pueda ser cuestionable y, además, nos 
permitiría votar con un poquito más de responsabilidad. Esto también me parece importante; el argumento 
de que han pasado muchos años vale en las dos direcciones, y ya que lo vamos a hacer -como decía el 
“filósofo” Olmedo- hagámostlo bien. 


SEÑORA PERCOVICH.- Con respecto a lo que señalaba el señor Senador Sanguinetti, creo que el martes 
próximo vamos a estar en condiciones de votar este proyecto de ley. En cuanto a las iniciativas, me parece 
interesante que se señalen todas las alternativas para las dudas que se tienen. De lo contrario, no 
terminaríamos de definir claramente los textos y, en consecuencia, tampoco acabaríamos de votar los 
proyectos, ya sea por la afirmativa o por la negativa. 


Apoyo lo planteado por el señor Senador Breccia en el sentido de que me gustaría que el martes 
que viene, teniendo aclaradas las dudas, pudiéramos concretar esta iniciativa. No obstante, señalo al señor 
Presidente que algunas de las inquietudes no las vamos a poder despejar porque, por ejemplo, no 
sabemos lo que va a pasar en el mercado después de que esto se implante. Es posible que haya un 
período de transición en el que suban los seguros y que después se reacomode el mercado y vuelvan a 
bajar, pero esas cosas no las podemos prever nosotros. Lo que sí puedo decir es que esta iniciativa es uno 
de nuestros objetivos. Personalmente, en el período legislativo anterior participé bastante de la discusión 
de otro proyecto de ley elevado por un Diputado oficialista. Lo acompañamos, pero no tuvimos todos los 
votos como para poder aprobarlo. 


En consecuencia, repito, nos gustaría mucho que el martes próximo pudiéramos concretar esta 
iniciativa. 


SEÑOR MOREIRA.- Hace tiempo ya que este proyecto de ley está a estudio de la Comisión y aclaro que 
soy relativamente nuevo en ella. Sin embargo, quiero decir que tengo serias dudas en cuanto a la 
fiscalización y a la aplicación de las sanciones. Aquí esas funciones quedan reservadas para el Ministerio 
del Interior y las Intendencias Municipales y no sé si en algún momento se convocó a sus respectivos 
representantes. Cuidado con esto; quiero hacer hincapié en que esta fiscalización no va a ser tarea grata ni 
sencilla, porque una cosa es que las Intendencias estén controlando las patentes de rodados, que son un 
ingreso para ellas, y otra es que estén fiscalizando seguros obligatorios por responsabilidad civil. 


Lo propio sucede en cuanto al Ministerio del Interior, que a veces está atiborrado de funciones que 
nada tienen que ver con la seguridad pública, desde despachar correspondencia hasta hacer notificaciones 
y tareas relativas a las marcas del ganado, etcétera. 


De modo que no sé si no sería menester realizar algún contacto previo, porque la fiscalización, 
que prevé la aplicación de multas iguales a un seguro de un año además de secuestros y depósitos 
judiciales, no va a ser tarea sencilla, y esto va a tener éxito en la medida en que se instrumente una 
fiscalización muy estricta e inmediata. 


Entonces, creo que un contacto con los encargados de la fiscalización sería importantísimo; aclaro 
que no sé si esto ya se hizo o no. Sé que se han mantenido contactos con representantes del Banco de 
Seguros del Estado y de las aseguradoras, pero no con los organismos públicos encargados de la 
fiscalización y la aplicación de las sanciones, que pueden ser económicas o implicar el secuestro y 
depósito de vehículos; este no me parece un tema menor. ¡Ojo! Creo que el éxito de esto va a depender de 
que las Intendencias se involucren, le den la importancia que esto tiene y que el Ministerio del Interior 
también lo haga, que ¡vaya si tiene responsabilidades a su cargo! Pido que se tenga cuidado con estos 
aspectos, ya que tengo experiencia en los dos campos. 


SEÑOR ABREU.- Si fuera posible obtener, señor Presidente, alguna información adicional, podríamos 
solicitar también el registro de los últimos diez años sobre aquellos accidentes de carácter colectivo que 
han sido excepcionales, frente al cobro del seguro por parte de accidentes individuales. Sabemos que no 
son tendencias que se puedan manejar de forma idéntica porque estamos refiriéndonos a seguros 
obligatorios y vamos a hablar de otros mercados y de otra cobertura, pero sí podemos ver, por lo menos, 
qué tipo de excepcionalidad existe a este respecto. Digo esto porque si nosotros atendemos con tanta 
sensibilidad la preocupación de la Asociación Uruguaya de Empresas Aseguradoras, que pide que el 
Estado sea subsidiario para la contribución que deban hacer para las coberturas especiales, ¿no podemos 
pedirle al Estado que sea subsidiario para aquellos que tuvieron la desgracia de morir colectivamente? 


En definitiva, solicito que se consulte al Banco de Seguros del Estado sobre aquellos accidentes 
de carácter colectivo que se han visto limitados por el prorrateo actual -porque según se nos ha dicho la ley 
está vigente- y que han hecho la diferencia desde el punto de vista del monto, respecto de aquellos que 
han sido cubiertos en forma individual. 


SEÑORA PERCOVICH.- Con respecto a las preocupaciones y al planteo realizado por el señor Senador 
Moreira, quiero decir que este es un proyecto de ley que viene de la Cámara de Representantes y, según 


las versiones taquigráficas que hemos leído, se hicieron todas las consultas del caso. De todas maneras, 
se pueden volver a realizar las consultas pero, insisto, esos aspectos ya están contemplados. 


SEÑOR BRECCIA.- En el caso de los seguros obligatorios, al revés de lo que sucede con el seguro 
convencional, además del control de fiscalización de parte de las Intendencias y del Ministerio del Interior, 
está el que realizan los Registros, porque no se va a permitir ningún tipo de acto que suponga disponer de 
la titularidad del vehículo o afectarla sin el control del seguro obligatorio. Por lo tanto, creo que es un 
elemento más que complementa esa fiscalización que, obviamente, a todos nos preocupa. 


SEÑORA PERCOVICH.- Quisiera agregar que el señor Presidente del Banco de Seguros y el Directorio en 
general nos pidieron que no votáramos este proyecto hasta que no tuviéramos aprobados los anteriores y, 
sobre todo, hasta que no estuviera creada la UNASEV que, en definitiva, tiene la responsabilidad de la 
fiscalización y control en el país. Me parece que ese es un elemento bien interesante -que también atiende 
lo planteado por el señor Senador Moreira- y por eso lo demoramos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con respecto al contralor del cumplimiento de la ley, perfectamente los miembros 
de la Comisión pueden pensar en alguna otra alternativa y traerla para una próxima sesión. Con seguridad 
el artículo es incompleto, ya que simplemente dice que el Ministerio del Interior y las Intendencias 
efectuarán el control, pero no establece otra cosa. Incluso, en los primeros artículos se habla de la 
posibilidad de secuestrar el vehículo cuando no tenga seguro. Sin embargo, creo que tiene razón el señor 
Senador Moreira en cuanto a que es muy difícil pensar que el Ministerio del Interior, y mucho menos las 
Intendencias, por sí y ante sí, al comprobar o constatar que no hay seguro, vayan a secuestrar el vehículo. 
De todas maneras, podemos pensar en algún tipo de instrumentación. 


Con la oposición frontal del señor Senador Breccia, el señor Presidente va a hacer las consultas 
del caso con el fin de evacuar las dudas para la próxima sesión. 


Se pasa a considerar el segundo punto del orden del día: Código de la Niñez y la Adolescencia. 
Se modifican disposiciones relativas a adopción 


SEÑORA PERCOVICH.- Nosotros tenemos una actividad a las 16 horas en la que nos gustaría participar 
como Legisladores, y si ingresáramos a la consideración de este proyecto de ley, nos llevaría mucho 
tiempo. Por tanto, quiero hacer el mismo planteo que realicé para el proyecto anterior. El señor Presidente 
ha aportado una alternativa para algunos artículos y me gustaría saber si hay alguna otra, dado que hace 
mucho tiempo que este proyecto está a consideración de esta Comisión y nos cuesta bastante avanzar 
porque se modifican varios artículos del Capítulo correspondiente a adopción. 


Ese es el planteo que quería hacer a toda la Comisión para que, una vez terminado el proyecto 
de Seguro de Responsabilidad Civil, podamos abordar rápidamente este otro, teniendo en claro qué es lo 
que se va a acompañar del proyecto y qué no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Por tanto, si algún señor Senador tiene alguna modificación para aportar, le 
rogamos que lo haga a la mayor brevedad posible. 


Se levanta la sesión. 


(Así se hace. Es la hora 15 y 51 minutos). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


